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Como se acaba de exponer, el acuerdo de avenencia no plan-
tea la razonabilidad o la proporcionalidad de fijar en 0,12 €/km,
la indemnización por desplazamiento de los trabajadores que 
empleen motocicleta para acceder al centro de trabajo (lo 
que en principio no sería cuestionable si las partes están de 
acuerdo en ello). Lo que se plantea es si, dado el tenor del art. 
26 del CC, es posible incorporar una reducción al kilometraje 
a percibir por los trabajadores en función del medio de trans-
porte utilizado. O sea, las partes no se cuestionan su potencial 
capacidad para modificar el Convenio de mutuo acuerdo. En 
este punto concreto han decidido más bien no hacerlo, ci-
ñendo la cuestión a qué es lo que el Convenio quiere decir, y 
si permite diferenciar en función del vehículo utilizado por el 
trabajador. Por eso el eje de la interpretación es el art. 26 del 
Convenio aplicable.

Pues bien, el CC, en el precepto cuestionado, dispone que 
para ciertas categorías de trabajadores «la empresa podrá op-
tar por facilitar el transporte hasta el puesto o indemnizar con 
la cantidad de 0,23 € por kilómetro recorrido, tanto para la ida 
como para la vuelta siempre que el lugar de trabajo esté fuera 
del casco urbano de la localidad de residencia reconocida por 
la empresa». En estos términos, resulta obvio que el Convenio 
no diferencia según el vehículo utilizado por el trabajador si 
ha de recurrir a él por no habérsele proporcionado medio de 
transporte por la empresa. Valora el desplazamiento en sí, el 
hecho del desplazamiento a efectos de su compensación, fi-
jando su cuantía de forma general en atención a la distancia 
recorrida, dejando de lado otros criterios posibles para ajustar 
la cuantía de la indemnización. Y lo hace de forma no exce-
siva ni desproporcionada –0,23 €/km– que permita entender 
que hay una desconexión completa entre la finalidad de la in-
demnización y su cuantía, lo que excluye toda argumentación 
sobre un eventual desequilibrio notorio en la posición de las 
partes del Convenio. 

Este es el significado literal del precepto, y a él ha de 
estarse pues, como recuerda nuestro Tribunal Supremo, «en 
esta línea hemos destacado con reiteración (SSTS de 23 
mayo 2006 –cas. 8/05–; 13 julio 2006 –rec. 294/05–; 31 
julio 2007 –rec. 4713/05–; y 31 julio 2007 –rec. 5481/05–) 
que el primer canon hermenéutico en la exégesis de la norma 
es «el sentido propio de sus palabras» (art. 3.1 CC) y en la de 
los contratos el «sentido literal de sus cláusulas» (art. 1.281 
CC) de forma que las palabras e intención de los contratan-
tes constituyen «la principal norma hermenéutica» (STS 1 julio 
1994 –rec. 3394/93–). Por ello, cuando los términos de un 
contrato son claros y terminantes, no dejando lugar a dudas 
sobre la intención de los contratantes, debe estarse al sen-
tido literal de sus cláusulas, sin necesidad de acudir a ninguna 
otra regla de interpretación (STS 20 marzo 1990 –infracción 
de Ley–). En este mismo sentido, la Sala Primera insiste en 
que las normas o reglas interpretativas contenidas en los arts. 
1.281 a 1.289 CC, constituyen un conjunto subordinado y 
complementario entre sí, teniendo rango preferencial y prio-
ritario la correspondiente al primer párrafo del art. 1.281, de 
tal manera que si la claridad de los términos de un contrato no 
deja duda sobre la intención de las partes, no cabe la posibi-
lidad de que entren en juego las restantes reglas contenidas 
en los artículos siguientes, que vienen a funcionar con el ca-
rácter de subordinadas respecto de la que preconiza la inter-
pretación literal (SSTS-I 29 marzo 1994 –rec. 1329/93–; 10 
febrero 1997 –rec. 650/93–; 10 junio 1998 –rec. 1063/94–; 
5 octubre 2002 –rec. 674/97–; y 30 septiembre 2003 –rec. 
4128/97–)» (STS-IV 13 marzo 2007, Referencia Westlaw 
RJ\2007\2388). 

Obviamente podría ajustarse más perfectamente la cuan-
tía de la indemnización a la índole del gasto realizado por 
el trabajador, pero para llegar a este efecto sería preciso el 
acuerdo expreso de ambas partes.

Por todo lo anterior procede dictar el siguiente 

LAUDO ARBITRAL

Que el tenor del art. 26 del Convenio aplicable impone 
que el importe de la indemnización por desplazamiento a las 
categorías de Operador de Consola, Conductor Operador de 
Autobomba y para aquellos trabajadores que realicen funcio-
nes de vigilancia fija, cuando la empresa no opte por facilitar-
les el transporte hasta el centro de trabajo, sea de 0,23 € por 
kilómetro recorrido, indistintamente del medio de transporte 
empleado por los trabajadores. Para los que se desplazan en 
motocicleta, también. Sevilla, 24 de septiembre de 2009. Fdo. 
María Fernanda Fernández López. 

ADNEIVIV ED AÍREJESNOC 
Y ORDENACIÓN DEL TERRITORIO

ORDEN de 5 de noviembre de 2009, por la que 
se designa suplente de la titular de la Delegación Pro-
vincial de Vivienda y Ordenación del Territorio en Cádiz 
durante el período de descanso maternal.

Estando prevista la ausencia, por motivos de descanso 
por maternidad, de la titular de la Delegación Provincial de Vi-
vienda y Ordenación del Territorio en Cádiz y al amparo de 
lo dispuesto en el artículo 109.2 de la Ley 9/2007, de 22 de 
octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía,

D I S P O N G O

Durante el período de descanso maternal de la titular de 
la Delegación Provincial de Vivienda y Ordenación del Territorio 
en Cádiz sus funciones serán ejercidas por el titular de la Se-
cretaría General Técnica de la misma Consejería.

Sevilla, 5 de noviembre de 2009

JUAN ESPADAS CEJAS
Consejero de Vivienda y Ordenación del Territorio 
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Delegación Provincial de Sevilla, por la que se dispone 
la publicación de la Resolución de la Sección de Ur-
banismo de la Comisión Provincial de Ordenación del 
Territorio y Urbanismo de 3 de julio de 2009, por la que 
se aprueba definitivamente el Plan General de Ordena-
ción Urbanística del municipio de El Ronquillo (Sevilla) y 
se ordena la publicación del contenido de sus Normas 
Urbanísticas.

Ver esta disposición en fascículo 2 de 2 de este mismo número 

DADLAUGI AL ARAP AÍREJESNOC 
Y BIENESTAR SOCIAL

RESOLUCIÓN de 26 de octubre de 2009, de la De-
legación Provincial de Cádiz, por la que se notifica a los 
posibles interesados la interposición del recurso conten-
cioso-administrativo, que se tramita como procedimien-
to abreviado 133/2009 y se acuerda la remisión del 
expediente que se cita, al Juzgado de lo Contencioso-
Administrativo núm. Dos de Cádiz

Ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm. Dos 
de Cádiz, sito en la Avda. Ana de Viya, 7, Edificio Proserpina 1.ª 


